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5.1. CONTEXTUALIZACIÓN 

Actualmente vivimos en un momento económico y social que obliga a las administraciones públicas, y 
las instituciones que desarrollan actividades bajo su dependencia, a trabajar para minimizar las 
diferencias sociales con vista a conseguir una sociedad día a día más equitativa y justa. En este 
sentido, a nivel español, y concretamente en el contexto catalán, se han desarrollado propuestas 
políticas concretadas en medidas legislativas directamente vinculadas con el desarrollo social en el 
ámbito local. Cabe recordar que las corporaciones locales tienes competencias en materia de 
juventud, articuladas a través del articulo 28 de la Ley 7/1985, reguladora de las bases de régimen 
local (RBRL) de 2 de abril, i el artículo 71 del (TRLMRLC) aprobado por el Decreto 2/2003, establecen 
que los municipios para la gestión de sus intereses, podrán ejercer actividades complementarias de 
las propias de otras administraciones públicas y en particular las relativas a juventud, educación, 
cultura, servicios sociales, etc. 

El objetivo que se plantea, a distintos niveles (estatal, autonómico, provincial, comarcal y local) es dar 
respuesta y garantizar la cobertura de las necesidades y derechos sociales básicos, a saber: 
vivienda, salud, trabajo, educación, cultura, servicios sociales, etc..  

Cabe considerar, que el desarrollo de dichas políticas y su concreción última involucra en la mayoría 
de casos a las administraciones locales, al ser estas las que tienen un contacto más próximo con los 
ciudadanos y, en consecuencia, aquellas que disponen de información más concreta y realista sobre 
las necesidades de la población. Estaríamos hablando, pues, de descentralización en la gestión de 
las políticas y los recursos destinados a las políticas sociales, dando lugar a la proliferación de 
diferentes planes de desarrollo local que pretenden dar respuesta a las necesidades descritas, siendo 
el foco de atención de sus objetivos aquellos colectivos sociales más susceptibles de sufrir carencias. 

Uno de estos colectivos es el de jóvenes, castigado fuertemente en el ámbito laboral, con grandes 
dificultades para emanciparse, pocos espacios para su participación social, etc… Para dar respuesta 
a estas y otras demandas se han desarrollado planes locales de juventud, cuyo objetivo general se 
concreta en la definición, impulso y desarrollo de políticas integrales dirigidas a los jóvenes. De modo 
general, debemos entender las políticas de juventud como todas aquellas acciones e intenciones 
políticas que se dirigen hacía un grupo de población de edades comprendidas entre los 15 y los 29 
años, dando respuesta integral a sus necesidades. Dichas necesidades se concretan en 6 grandes 
ejes: educativo y cultural, acceso al trabajo, acceso a la primera vivienda, promoción de la salud, 
participación democrática y equilibrio territorial y cohesión social, estas necesidades quedan 
reflejadas como ejes de acción en el Art. 9.26 EAC de la Generalitat de Catalunya.  

Por último, justifica también la realización de una actividad formativa destinada a la formación en 
materia evaluativa de los responsables del desarrollo y concreción de las políticas de juventud el 
hecho que el Plan de Juventud que está elaborando en estos momentos el gobierno de la Generalitat 
de Catalunya prevé incorporar indicadores que permitan evaluar de forma objetiva el cumplimiento de 
los objetivos propuestos, estableciendo metas concretas para cada uno de los ejes que se trabajan. 
Todo ello debe permitir obtener una visión general sobre la evolución del plan y sus resultados y, en 
la medida de lo posible, conseguir que se adapte a las exigencias de cada momento, permitiendo dar 
respuesta a las desigualdades que sufren las personas jóvenes, consiguiendo así que estos puedan 
acceder a la plena ciudadanía.  



5.2. IMPORTANCIA DE LA EVALUACIÓN 

En nuestro contexto es realmente poco habitual realizar evaluaciones sistemáticas de las actividades 
que programan y desarrollan las diferentes instituciones. Cabe considerar que es posible que esta 
actividad no se desarrolle por falta de conocimientos, falta de recursos o por falta de una cultura de 
evaluación establecida en las organizaciones. Sin embargo, esta es una actividad clave para 
asegurar la calidad de los planes, programas y proyectos que se desarrollan, debiendo ser 
considerada como una actividad tan imprescindible como pueden serlo el diseño, la planificación o el 
desarrollo.  

Así los señalan, por ejemplo, Serracant y Brunet (2002) y Benet y Rossell (2005), cuándo destacan 
que el punto de partida para diseñar toda política de juventud debe ser el diagnóstico y conocimiento 
de la realidad sobre la que se pretende actuar, tomando nota de cuáles son las necesidades 
específicas y concretas del territorio. A continuación, y partiendo de este análisis previo, 
encontraríamos la etapa de diseño de la política de juventud, que debe culminar con la definición y 
priorización de objetivos concretos que deben desarrollarse a partir de programas y proyectos. 
Finalmente, citan la evaluación y la revisión constante como herramienta que garantiza hacer el 
seguimiento y la verificación de que se está desarrollando lo previsto y, a la par, que aquello que se 
está desarrollando responde a las necesidades de la realidad. La figura 1 presenta el ciclo de 
desarrollo de políticas públicas, dónde puede observarse la posición que ocupa la evaluación. 

   
 

 

 

 
 

 

 

Figura 1. Proceso de diseño de políticas públicas. (Adaptado de Benet. y Rossell, 2005) 
La evaluación es importante porque, como indica Escudero (1995), tiene tres grandes usos: 
instrumental, pues debe servir para la toma de decisiones sobre aquello evaluado; conceptual, pues 
ayuda a la comprensión del funcionamiento y resultados del objeto y persuasivo, ya que ayuda a 
conseguir compromisos y apoyos respecto un programa. 

Muchas veces al iniciar la evaluación algunas personas se pueden sentir confusas, pues la 
evaluación se acostumbra a asociar al control y al castigo. Sin embargo, la evaluación de programas 
en el ámbito social debe convertirse, tal y como señala Santos Guerra (1993:24-25) en un proceso de 
diálogo, comprensión y mejora, considerando que debe ser comprometida, cualitativa, democrática, 
procesual, participativa y colegiada. 

Asimismo, y adaptando lo que nos aporta Gairín (1996), la evaluación debe ser una intervención que 
se caracterice por los siguientes aspectos: 

− Sistematismo: Presupone una actuación planificada que incluye, como mínimo, una 
delimitación previa de la finalidad y de la metodología que se utilizará. 

− Contextualización y dimensiones implícitas: El análisis debe incluir elementos que rodean al 
proceso que se evalúa, así como aspectos implícitos, internos y efectos secundarios. 

− Globalidad: Que incluya a diferentes ámbitos, además de los usuarios, como características 
de los programas, el personal técnico, organizaciones colaboradoras, etc... 

− Rigor y utilidad: El rigor debe ser no solamente en el diseño y la planificación de las 
actividades de evaluación, sino que debe reflejarse en la aspiración de objetividad, lo que nos 
obliga a cuidar los aspectos técnicos. La utilidad, por un lado, hace referencia a la relación 
entre lo que se persigue y los procedimientos que se utilizan (una proporción realista entre 
rigor y posibilidades reales de aplicación tanto en la recogida de datos como en la 



incorporación de los resultados) y, por otro lado, a que los problemas de estudio sean 
relevantes para los implicados. 

− Actitud reflexiva: Exige una actitud positiva hacía la reflexión, un espíritu de indagación que 
procure mantener la calidad de las actuaciones, incluso por encima de la configuración 
técnica. 

− Proceso permanente: Planteada como un proceso de soporte continuo a la planificación y la 
intervención educativa. 

− Intersubjetividad: Se hace referencia a la intersubjetividad colectiva como forma de 
contrarrestar los efectos que esto puede tener sobre los resultados de la evaluación, dada la 
relatividad que acompaña la selección y aplicación de los instrumentos de medida y la 
importancia de unos y otros criterios de valoración. 

− Participación: En tanto que evaluación, tiene un carácter ideológico, se encuadra en un 
contexto democrático y con garantía de la necesaria intersubjetividad, la participación debe 
ser algo inherente a cualquier actividad que se desarrolle en el ámbito de lo social. 

− Proceso ético y valorativo: Incluye la consideración de los límites de acceso, tratamiento y 
difusión de la información y los resultados de la evaluación. 

− Evaluación como propuesta de cambio: La evaluación evidencia los mecanismos de poder y 
los valores dominantes existentes dentro del contexto. Refleja lo que la institución considera 
importante, por lo que puede eludir el conflicto. 

Deben tomarse en consideración las diferentes aportaciones de los autores citados, reconociendo, 
además, que cualquier política local de juventud requiere, al igual que todo instrumento de 
planificación estratégica, un sistema propio de evaluación que se adapte a la estructura y que tenga 
en cuenta las características del contexto y el sistema, tal y como apunta (Montes 2008). 

5.3. PERFIL DEL GRUPO DIANA Y RESISTENCIAS ANTE LA EVALUACIÓN 

La actividad formativa que se presenta, como ya se ha dicho, se dirige a personas que se encuentran 
actualmente desarrollando su actividad profesional en administraciones locales y, concretamente, en 
el ámbito de aplicación y desarrollo de políticas dirigidas a la juventud. Políticas que, como hemos 
dicho, incluyen actividades diversas vinculadas a educación y cultura, vivienda, participación, deporte, 
etc… Todo ello comporta que el perfil académico de base que tienen estos profesionales sean 
también diversos, considerando, sin embargo, que se concentran básicamente en el ámbito de las 
ciencias sociales. Así, por ejemplo, encontramos perfiles vinculados a la educación, como pueden ser 
educadores sociales y pedagogos, otros vinculados al ámbito de la sociología, la antropología y la 
psicología, e incluso algunos vinculados al ámbito del derecho, las ciencias políticas y la economía. 

En lo referente al perfil personal, no se detectan diferencias significativas en cuánto a género, si en 
cambio a lo que respecta a la edad, situándose entorno a los 30 y 50 años, con algunos casos 
aislados tanto por arriba como por abajo. Considerar, también, que el perfil profesional de los 
asistentes es diverso, pues a pesar de encontrarse todos ellos desarrollando actividades vinculadas a 
juventud, su vinculación con la administración se articula a través de distintos departamentos como 
son: área de servicios personales, área de vivienda, área de juventud, área de educación y cultura, 
área de promoción económica y área de participación ciudadana, entre otros. 

El hecho de que el perfil de los participantes en cuánto a dependencia funcional de sus puestos de 
trabajo, perfil personal y formación previa sea diverso hace que las problemáticas y resistencias que 
estos presentan ante la necesidad de desarrollar un plan de evaluación en sus respectivas 
administraciones sean también muy variadas. Sin embargo, y a partir de Tejada (1999), se sintetizan 
aquellas dificultades y resistencias que presentan, con más frecuencia, los asistentes a la actividad 
formativa. 

− Desconocimiento sobre los conceptos de evaluación y sus implicaciones: es recurrente que 
los participantes en la acción formativa consideren la evaluación como una forma de control y, 
a la vez, una vía para la aplicación de sanciones. 

− Resistencias de la organización: en general todos los responsables destacan resistencias 
vinculadas a sus organizaciones que se concretan en las siguientes: 

o Poca implicación de los responsables políticos. 
o Falta de recursos para realizar la evaluación. 
o Falta de tiempo efectivo para la recogida y análisis de información. 



o Resistencias por parte de los compañeros, subordinados o superiores, que no ven la 
evaluación como una prioridad. 

− Distribución de las tareas a desarrollar en los planes vinculados a juventud: la concreción de 
actividades vinculadas a los ejes descritos obliga, por su gran heterogeneidad, a articular 
actividades de coordinación y trabajo interdisciplinario, interdepartamental e interinstitucional 
que, en algunos casos, hace difícil la visualización de un responsable o coordinador general 
que centre y desarrolle la evaluación. Asimismo, aparece como una resistencia la posición 
que dicho profesional ocupa dentro de la organización, y las estructuras de poder que se 
articulan a su alrededor. 

− Identificación de los informantes y los instrumentos: parece algo recurrente asociar la 
evaluación a la recogida de ingentes cantidades de información, directamente relacionado 
con la necesidad de recurrir a un importante número de personas/informantes. Esto abruma a 
los responsables de la evaluación, que se sienten perdidos a la hora de definir los 
instrumentos y los colectivos que debe participar en la evaluación. 

− Miedos vinculados estrechamente con la evaluación: Tejada (1999) identifica: 

o Miedo a que la evaluación impida el desarrollo del programa. 
o Miedo a que la información puede ser abusiva, engañosa o mal utilizada. 
o Miedo a que se agoten los recursos del programa. 
o Miedo a que la comprensión cualitativa del proceso pueda ser suplantada. 
o Miedo a la pérdida de control del programa. 
o Miedo a que la evaluación no tenga impacto. 

− Considerar la evaluación como la fase final del proceso: son muchos los participantes que 
identifican la evaluación como una actividad final, que debe realizarse el final de proceso, no 
como una herramienta que puede permitir el seguimiento y el aseguramiento de la calidad del 
plan o programa que se desarrolla. 

Como podemos observar en los puntos anteriores, quienes deberán actuar como encargados de 
evaluar los planes y programas vinculados a juventud presentan, por un lado, resistencias y miedos 
internos derivados de un desconocimiento sobre metodologías de evaluación y su concreción 
práctica. Por el otro, en algunos casos, les abruman las dificultades que les puede ofrecer el contexto 
en el que deberán desarrollar la evaluación, haciendo real el dicho “los árboles no dejan ver el 
bosque”, pues los problemas iniciales no dejan ver los beneficios que puede suponer la realización de 
la evaluación. 

5.4. DESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN FORMATIVA 

El apartado que sigue se centra en describir la intervención formativa que se desarrolló, bajo la tutela 
de la Diputación de Barcelona, para dotar a los profesionales de administraciones locales de 
herramientas validas para la evaluación de políticas sociales de juventud. Considerar que, además, 
esta propuesta formativa toma como punto de partida las particularidades propias del perfil de los 
asistentes y, a su vez, intenta vencer y dar respuesta a las resistencias y dificultades que estos 
presentan ante la actividad evaluativa.  

Dicho esto, la estructura básica del curso en cuánto a contenidos generales a trabajar se resume en: 

− Conceptualización y concreción de la evaluación de planes, programas y proyectos: se trata 
de proporcionar a los asistentes un concepto general sobre evaluación, puesto que en 
muchos casos muestran un desconocimiento o apreciación sesgada de lo que implica esta 
actividad. Cabe considerar, asimismo, que la construcción del concepto puede elaborarse en 
el mismo grupo de trabajo, a partir de lo que cada uno de los miembros sabe y/o conoce 
respecto al mismo. A su vez, este es el momento para trabajar los miedos asociados a la 
evaluación, haciendo hincapié en los aspectos positivos que esta revierte en la organización, 
y venciendo las posibles resistencias derivadas de la mala apreciación del concepto. 

− El rol del evaluador de políticas sociales: uno de los miedos que presentan los asistentes a 
las acciones formativas es no saber que rol deben desempeñar en el momento de 
presentarse como “evaluadores” del plan desarrollado ante su organización. En algunos 
casos, creen que el resto de miembros de su organización les identificaran como 
fiscalizadores y controladores de la actividad que desarrollan. En este sentido, es importante 



dejarles claro que su rol no debe ser el de un juez, sino que deben actuar en concordancia 
con unos valores clave, que son: 

− Respeto hacia el programa evaluado i aquellos que lo han desarrollado. 
− Máxima honestidad y responsabilidad en la presentación de los resultados. 
− Preservación del derecho al anonimato por parte de aquellos que participan de la evaluación 

como informantes. 
− Comprensión frente a las visiones contrarias y respecto a la objetividad de los resultados. 

Asimismo, este es el momento para herramientas que les permitan presentarse ante sus colegas 
como evaluadores, sabiendo como describir cuál es el papel que deben desarrollar todos y cada uno 
de ellos en este proceso, y venciendo las resistencias que estos pueden presentar. 

− Fases, momentos y dimensiones de la evaluación: como ya se ha apuntado en el punto 2, 
muchos participantes tienen la idea equivocada de identificar la evaluación como una 
actividad final en la implementación de un programa. En este sentido, es un aspecto 
importante a destacar en la actividad formativa la importancia de realizar una evaluación 
procesal, que se inicie en el momento de comenzar el programa y termine una vez este haya 
finalizado ya. En definitiva, se trata de mostrar la evaluación como una herramienta de 
revisión y autocrítica del programa, que permite el reajuste y redefinición del mismo en 
función de los déficits detectados. 

− Selección y construcción de instrumentos de evaluación: los participantes del curso saben y 
conocen que necesitan instrumentos y herramientas que les permitan obtener información 
clave acerca del contexto de intervención, así como del desarrollo de las propias acciones a 
evaluar. Si bien, en algunos casos, consideran que deben acceder a toda la población y esto 
les puede abrumar. Se trata, en este caso, de proporcionarles herramientas que permitan la 
obtención de información de una forma menos costosa. Por ejemplo, no es necesario realizar 
20 entrevistas individuales, si puedes organizar un forum con jóvenes, dónde, con carácter 
transversal, se pueda obtener feedback acerca de diferentes actividades ya realizadas. 

− La selección de los informantes clave: en el proceso de formación se aborda también como 
poder acceder a aquellos que pueden convertirse en informantes clave para la obtención de 
información importante para la evaluación. En este sentido, se trabajan estrategias para 
identificar líderes informales que pueden actuar como portavoces de sus iguales, aportando 
información relevante para el desarrollo del proceso evaluativo. Asimismo, esta actividad 
puede resultar útil a la hora de iniciar procesos de detección de necesidades o demandas de 
los colectivos. 

Como hemos identificado a lo largo del punto 2, los participantes de la acción formativa presentan un 
perfil diverso, asociados a diferentes ámbitos profesionales, y provenientes de perfiles académicos 
también diferenciados. En este sentido, y a pesar de que en esta aportación presentamos aquellas 
dificultades y miedos más recurrentes que hemos podido detectar, cada uno ellos presentaban un 
perfil distinto, fruto del distinto recorrido profesional y formativo que cada uno de ellos había seguido. 
Así pues, las sesiones se estructuraban en formato de seminario, dando la posibilidad a cada un de 
ellos de expresar cuáles eran sus carencias y/o dificultades que les habían llevado a participar en 
esta actividad formativa, al mismo tiempo que permitía que aquellos que ya habían tenido un primer 
contacto con la evaluación pudieran dar consejos o soporte a aquellos que se estaban iniciando en 
esta temática.  

En definitiva, pues, la propuesta formativa presentada no esta centrada meramente en la transmisión 
de unos contenidos teóricos, sino en el trabajo y reflexión sobre los mismos, partiendo de la base que 
cada uno de los participantes en la actividad debe crear su propio conocimiento a partir de su 
experiencia y recorrido profesional previo, así como las casuísticas propias de su contexto de 
actuación. 
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